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Decisión: 
Confirma

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / PAGO DE INCAPACIDADES / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / DISTRIBUCIÓN DE SU PAGO EN EL TIEMPO / DESDE EL DÍA 181 HASTA EL 540 CORRESPONDE A LAS ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES.
Como quiera que lo pretendido por la accionante está enfocado de manera principal a obtener por vía de tutela el pago de unas prestaciones económicas, derivadas de las incapacidades otorgadas por sus médicos tratantes, y que según afirma no han sido pagadas oportunamente por parte de la AFP Colpensiones, es importante establecer si para el caso concreto se cumple con los requisitos de procedibilidad de la tutela. 

Con respecto a lo anterior, debe tenerse en consideración que si bien es cierto, en principio se podría afirmar que no es procedente acudir a esta acción constitucional para reclamar el pago de las prestaciones económicas pretendidas…, lo que iría en detrimento del requisito general de subsidiariedad que caracteriza este tipo de proceso; esta Sala, en concordancia con los lineamientos trazados ampliamente por la Corte Constitucional a nivel jurisprudencial, es del criterio que el mecanismo de amparo sí es procedente cuando existe una amenaza latente contra los derechos fundamentales de quien la invoca, lo cual es fácilmente presumible en el caso que nos concita, si tenemos en cuenta que la pretensión se contrae al pago de unos auxilios destinados a sufragar las necesidades mínimas y básicas de una persona que ha dejado de recibir estipendios por concepto de su trabajo, los cuales se constituyen lógicamente en su única fuente de ingresos. (…)
Teniendo claro lo anterior, con el fin de dirimir la polémica, la Sala debe recordar como primera medida que, según la normativa vigente el pago de las incapacidades corresponde i) al empleador los primeros dos días; ii) a partir del día tercero y hasta el 180 corresponde a la entidad promotora de salud; iii) desde el día 181 corresponde a la Administradora de Pensiones que en este caso es Colpensiones hasta el día 540, siempre y cuando la EPS haya expedido el respectivo concepto de rehabilitación, requisito sin el cual estará condenada a continuar con dicho pago hasta tanto cumpla con esa obligación, así lo establece el artículo 142 del Decreto 019 de 2012; y vi) desde el 541 en adelante nuevamente se abre paso a la obligación de la EPS.

Ahora, si trasponemos lo anterior al certificado de incapacidades entregado por la EPS, se puede concluir con certeza que como las mismas ya superaron los 180 días desde el 3 de febrero del año que transcurre, obviamente, y teniendo en cuenta que la EPS remitió oportunamente el concepto de rehabilitación con destino a la AFP Colpensiones, le corresponde a esta última el pago de los ciclos de incapacidad iniciados a partir de esa fecha hasta el día 540.  
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA PENAL 

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, doce (12) de septiembre de dos mil diecinueve (2019) 

Hora: 4:00 p.m.  

Aprobado por Acta No. 811A 

ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la Directora de la Dirección de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira el 2 de agosto de 2019, mediante el cual fuero amparado el derecho fundamental al mínimo vital del cual es titular la señora CLAUDIA ELISA LEÓN ZAPATA.
ANTECEDENTES:

Se tienen como relevantes los siguientes: 
En las calendas del 29 de abril de 2019, la señora Claudia Elisa León Zapata radicó ante Colpensiones, unos certificados de incapacidad superiores al día 180, con el fin de obtener el reconocimiento de los correspondientes auxilios por incapacidad que por competencia legal deben ser asumidos por dicha AFP. 

Colpensiones dio respuesta a su escrito mediante comunicación del 7 de mayo hogaño, por medio de la cual le indicó que no era posible acceder al reconocimiento de los auxilios por incapacidad, toda vez que los certificados radicados allí no contenían información respecto del diagnóstico que originaba la incapacidad. 

Ante lo dicho por Colpensiones, la accionante radicó derecho de petición ante la EPS Servicio Occidental de Salud, para que remitieran con destino a dicha AFP la información que hace falta, pues la EPS es la entidad que maneja la custodia de la misma, pero recibió como respuesta que Colpensiones no tenía por qué exigir ese tipo de documentos, máxime cuando la historia clínica goza de reserva legal. 

Sin poder llegar a una solución, la accionante impetró la presente solicitud de amparo, encaminada a obtener el reconocimiento y pago de las incapacidades superiores al día 180. 

TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:

· Admisión: 

El Despacho de primer nivel avocó el conocimiento de la actuación el 23 de julio de 2019, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la EPS Servicio Occidental de Salud y la AFP Colpensiones.  
· Intervenciones: 

Con respecto al traslado, la EPS demandada explicó que la información que exige Colpensiones para el reconocimiento y pago de las incapacidades adeudadas a la señora Claudia Elisa León Zapara, las cuales superan los 180 días, carece de sustento legal, y pareciera ser una manera de dilatar la resolución oportuna del asunto. 

Colpensiones, por su parte, guardó silencio. 
· Sentencia: 

Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 2 de agosto de 2019 conceder la solicitud de amparo invocada, para lo cual, puso de presente que Colpensiones tiene el deber legar de asumir el pago de las incapacidades, toda vez que son superiores al día 180 y que la EPS emitió concepto de rehabilitación en el término oportuno, por tal razón, dictó en la parte resolutiva de la sentencia las siguientes órdenes: 
“SEGUNDO: ORDENAR a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, que en el término de diez (10) días contados a partir de la notificación de esta decisión, efectúe el reconocimiento y pago del subsidio económico correspondiente a las incapacidades médicas generada a la señora Claudia Elisa León Zapata superiores al día 180, esto es, las emitidas desde el 03/02/2019 al 08/02/2019 por 6 días, del 09/02/2019 al 10/03/2019 por 30 días, del 11/03/2019 al 09/04/2019 por 30 días, 10/04/2019 al 08/05/2019 por 29 ías, del 09/05/2019 al 07/06/2019 por 30 días y hasta el día 540, o hasta tanto cese la emisión de incapacidades en favor de la actora por verificarse su rehabilitación y reincorporación a la vida laboral, o hasta que se determine una pérdida de la capacidad laboral superior al 50% y se consolide su derecho pensional, lo que suceda primero.

TERCERO: DESVINCULAR de la presente acción constitucional a la EPS Servicio Occidental de Salud S.A., por las razones expuestas en la parte motiva.”

IMPUGNACIÓN:

El día 31 de julio de 2019, la Directora de la Dirección de Acciones Constitucionales de Colpensiones presentó escrito mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia, en dicho memorial expuso que los documentos allegados por la accionante con su reclamación de reconocimiento de un subsidio por incapacidad superior al día 180 eran incompletos, pues esa entidad maneja unas directrices internas para resolver asuntos como el pretendido por ella, por lo que al momento de impetrar una solicitud debe acogerse a los requisitos establecidos por esa AFP, entre ellos, y para los fines perseguidos, es necesario presentar certificado original de incapacidad por enfermedad o accidente común expedido por la EPS, así como la constancia donde se relacionen las incapacidades y el valor a su cargo. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1° del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Sala si le asistió razón al Juez de primer nivel en la decisión adoptada en el presente asunto, según los elementos de prueba recaudados en el devenir de la actuación, o si por el contrario acierta en sus reproches la entidad impugnante, al señalar que no debió descargarse en ella una responsabilidad como la contemplada en el fallo, toda vez que la accionante no ha presentado los documentos necesarios para acceder al pago de las incapacidades reclamadas.  
· Solución: 

Según el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, la acción de tutela es un instrumento confiado a los Jueces para brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido quebrantados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en nuestra Carta Magna. 

Como quiera que lo pretendido por la accionante, está enfocado de manera principal a obtener por vía de tutela el pago de unas prestaciones económicas, derivadas de las incapacidades otorgadas por sus médicos tratantes, y que según afirma no han sido pagadas oportunamente por parte de la AFP Colpensiones, es importante establecer si para el caso concreto se cumple con los requisitos de procedibilidad de la tutela. 

Con respecto a lo anterior, debe tenerse en consideración que si bien es cierto, en principio se podría afirmar que no es procedente acudir a esta acción constitucional para reclamar el pago de las prestaciones económicas pretendidas (auxilios por concepto de incapacidades médicas), al existir otros mecanismos de defensa judiciales, lo que iría en detrimento del requisito general de subsidiariedad que caracteriza este tipo de proceso; esta Sala, en concordancia con los lineamientos trazados ampliamente por la Corte Constitucional a nivel jurisprudencial, es del criterio que el mecanismo de amparo sí es procedente cuando existe una amenaza latente contra los derechos fundamentales de quien la invoca, lo cual es fácilmente presumible en el caso que nos concita, si tenemos en cuenta que la pretensión se contrae al pago de unos auxilios destinados a sufragar las necesidades mínimas y básicas de una persona que ha dejado de recibir estipendios por concepto de su trabajo, los cuales se constituyen lógicamente en su única fuente de ingresos. 

A lo anterior, debe sumarse el estado de debilidad en que se ubica la titular de los derechos reclamados debido a su convalecencia, circunstancia que la convierte en un sujeto de especial protección, lo cual nos lleva a pensar en que el análisis de las reglas de procedencia de este tipo de acción deben ser mucho más flexibles y consientes de la situación que atraviesa quien acude a su reclamo, llegando a la fácil conclusión de que la vía ordinaria para este tipo de asuntos no resulta ser propiamente la más idónea ni la más amable para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable de quien ha visto transcurrir los días sin poder recuperar su estado de salud, como ha ocurrido en el caso de la señora Claudia Elisa, por lo que indiscutiblemente ha visto involucrados derechos fundamentales, como el mínimo vital y la vida en condiciones dignas. 

Así ha dejado sentado su criterio el órgano de Cierre en materia Constitucional, por citar un ejemplo, en la Sentencia T-643 de 2014 dijo esa Magistratura que:  

“(…) si bien por regla general las reclamaciones de acreencias laborales deben ser ventiladas ante la jurisdicción ordinaria, ha sostenido esta Corporación en numerosos casos similares al sometido a revisión, que la acción de tutela, de manera excepcional, resultará procedente para reconocer el pago de incapacidades médicas.
 Esto, en el entendiendo que al no contar el trabajador con otra fuente de ingresos para garantizar su sostenimiento y el de las personas que dependan de él,
 la negativa de una E.P.S de cancelar las mencionadas incapacidades puede redundar en una vulneración a los derechos al mínimo vital, seguridad social y vida digna, caso en el cual es imperativa la intervención del juez constitucional. Al respecto ha sostenido la jurisprudencia constitucional:

“[E]l reconocimiento y pago de una incapacidad asegura al trabajador un ingreso económico durante el periodo de su convalecencia, permitiéndole asumir su proceso de recuperación en los términos y condiciones médicamente diagnosticadas
, particularmente por la especial protección a que tiene derecho en vista de su situación de debilidad manifiesta
, además de garantizársele su derecho al mínimo vital
, permitiendo la satisfacción de las necesidades básicas de él y su grupo familiar económicamente dependiente, mientras se reintegra a la actividad laboral.
 

 

Es por ello que, con el reconocimiento de éste tipo de prestaciones se pretende garantizar las condiciones mínimas de vida digna del trabajador y del grupo familiar que de él depende, en especial cuando se deterioran sus condiciones de salud o de orden económico. De esta misma manera, este derecho encuentra un amplio desarrollo en instrumentos internacionales.
 

 

Así, ante circunstancias como las anteriores, en las que los derechos fundamentales se encuentran afectados por el no pago de una incapacidad laboral, el amparo constitucional es el mecanismo judicial apropiado para consolidar la protección de tales derechos”.
 (Negrillas por fuera del texto original) 

Encontrándose acreditada la procedencia de la presente acción de tutela, se descenderá al análisis de la postura planteada por la entidad recurrente, en el sentido de que no están dados los presupuestos para pagar las incapacidades que en la actualidad se le adeudan a la titular de los derechos: 

Para dar paso al análisis, entonces, esta Corporación debe partir por indicar que en el caso bajo estudio, está demostrado: 

1. Que la Sra. Claudia Elisa León Zapata se encuentra incapacitada
, de forma ininterrumpida, desde el 2 de julio del año 2018; 
2. También está claro, según el reporte de incapacidades médicas, que el 2 de febrero de 2019 la accionante cumplió 180 días de incapacidad;

3. Que la Sra. Claudia Elisa se encuentra afiliada a la AFP Colpensiones; 
6. Que la EPS Servicio Occidental de Salud, remitió con destino a la AFP Colpensiones el concepto de rehabilitación favorable de la Sra. Claudia Elisa León Zapata el día 15 de enero de 2019
; 

7. Que desde el 29 de abril del año 2019, la accionante radicó en Colpensiones una solicitud de reconocimiento y pago de unos auxilios por incapacidad médica, petición a la cual esa entidad no accedió; 

8. Que de igual manera, la accionante radicó petición en su EPS encaminada a que se remitiera con destino a la AFP los certificados de incapacidad donde obrara el código del diagnóstico de su enfermedad, petición a la cual esa entidad no accedió en ese momento.  

Teniendo claro lo anterior, con el fin de dirimir la polémica, la Sala debe recordar como primera medida que, según la normativa vigente
 el pago de las incapacidades corresponde i) al empleador los primeros dos días; ii) a partir del día tercero y hasta el 180 corresponde a la entidad promotora de salud; iii) desde el día 181 corresponde a la Administradora de Pensiones que en este caso es Colpensiones hasta el día 540, siempre y cuando la EPS haya expedido el respectivo concepto de rehabilitación, requisito sin el cual estará condenada a continuar con dicho pago hasta tanto cumpla con esa obligación, así lo establece el artículo 142 del Decreto 019 de 2012
; y vi) desde el 541 en adelante nuevamente se abre paso a la obligación de la EPS.

Ahora, si trasponemos lo anterior al certificado de incapacidades entregado por la EPS, se puede concluir con certeza que como las mismas ya superaron los 180 días desde el 3 de febrero del año que transcurre, obviamente, y teniendo en cuenta que la EPS remitió oportunamente el concepto de rehabilitación con destino a la AFP Colpensiones, le corresponde a esta última el pago de los ciclos de incapacidad iniciados a partir de esa fecha hasta el día 540.  
Ahora bien, debe anotar la Sala que al trabajador incapacitado, de ninguna manera se le pueden trasladar las cargas administrativas que en uno u otro momento deben ser asumidas por distintos agentes del SGSS, ni mucho menos descargar en él las controversias suscitadas entre estas, cosa que se ha puesto de presente en este asunto, toda vez que Colpensiones se ha negado injustificadamente a asumir el pago de las incapacidades bajo el argumento de no contar con un diagnóstico de la patología de la accionante, a pesar de tener en su poder copias de los certificados de incapacidad de la EPS, de igual manera, es evidente que dicho diagnóstico debería reposar en el concepto de rehabilitación, y de no ser así, debió esa entidad requerir a la EPS para que subsanara ese error, y no descargar ese deber de manera exclusiva en la accionante. 
Por otro lado, es claro que la señora Claudia Elisa presentó ante su EPS una petición para que le suministraran los certificados de incapacidad donde obrara constancia de su diagnóstico, petición a la cual no accedió esta última bajo argumentos también injustificados, puesto que se limitó a decirle que su historia clínica gozaba de reserva legal y que Colpensiones no podía exigirle que presentara esos documentos, sin embargo, se sobreentiende que dicha “reserva” no le es aplicable a la titular, y que esa reserva se rompía desde el mismo momento en que la accionante, de manera voluntaria, le pidió a la EPS que expidiera dichos documentos de manera completa, cediendo su autorización; pero a pesar de tal circunstancia, los documentos aportados por esa entidad en su contestación, dejan entrever que a los certificados de incapacidad ya les añadió el ítem de diagnóstico echado de menos por Colpensiones, por lo que en ese sentido no es necesario dictar una orden adicional a esa EPS. 
Los argumentos expuestos hasta ahora, son suficientes para llevar a esta Colegiatura a determinar que en efecto han sido quebrantados los derechos fundamentales de la señora Claudia Elisa león Zapata, por ello se habrá de confirmar la decisión de primer nivel.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido el 2 de agosto de 2019 por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela promovida por la señora CLAUDIA ELISA LEÓN ZAPATA en contra de COLPENSIONES. 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Ver Sentencias T-972 de 2003, T-413 de 2004, T-855 de 2004, T-1059 de 2004, T-201 de 2005, T-789 de 2005, T-530 de 2008, T-334 de 2009, T – 018 de 2010, T-797 de 2010, T-984 de 2012, entre otras.


� Ver Sentencias T-549 de 2006, T-125 de 2007, T-243 de 2007 y T-984 de 2012.


� Ver sentencia T-311 de 1996, tesis que ha sido reiterada en sentencias T-201 de 2005 y T-789 de 2005 entre otras.


� Ver sentencia T-789 de 2005.


� En sentencia T-818 de 2000 se indicó que el concepto de mínimo vital no se circunscribe a una subsistencia biológica sino que el mismo “debe permitir el ejercicio y realización de los valores y propósitos de vida individual, y su falta compromete el logro de las aspiraciones legítimas del grupo familiar que depende económicamente del trabajador.”


� Sentencia T-789 de 2005.


� Artículo 93 de la Constitución Política colombiana y artículo 4 del decreto 2591 de 1991. Este último establece “Interpretación de los derechos tutelados. Los derechos protegidos por la acción de tutela se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia”. De la misma manera sobresalen la Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 22, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, artículo 9 de la Ley 74 de 1968, la Declaración Americana de los Derechos de la Persona, en la Novena Conferencia Internacional Americana en Bogotá, 1948, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales o Ley 319 de 1996, artículo 9; la Declaración sobre los Derechos Humanos de los Individuos que no son Nacionales del País en que viven y, finalmente, la Convención sobre Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer o Ley 51 de 1981, artículo 11.


� Sentencia T-334 de 2009. Ver en el mismo sentido Sentencias T-416 de 2009 y T-797 de 2010.


� Ver folios 36 y 37 del cuaderno de tutela. 


� Ver folio 29.


� Decreto 1406 de 1999, parágrafo 1 (modificado por el Decreto 2943 de 2013).


� “Para los casos de accidente o enfermedad común en los cuales exista concepto favorable de rehabilitación de la Entidad Promotora de Salud, la Administradora de Fondos de Pensiones postergará el trámite de calificación de Invalidez hasta por un término máximo de trescientos sesenta (360) días calendario adicionales a los primeros ciento ochenta (180) días de incapacidad temporal reconocida por la Entidad Promotora de Salud, evento en el cual, con cargo al seguro previsional (sic) de invalidez y sobrevivencia o de la entidad de previsión social correspondiente que lo hubiere expedido, la Administradora de Fondos de Pensiones otorgará un subsidio equivalente a la incapacidad que venía disfrutando el trabajador.


Las Entidades Promotoras de Salud deberán emitir dicho concepto antes de cumplirse el día ciento veinte (120) de incapacidad temporal y enviarlo antes de cumplirse el día ciento cincuenta (150), a cada una de las Administradoras de Fondos de Pensiones donde se encuentre afiliado el trabajador a quien se le expida el concepto respectivo, según corresponda. Cuando la Entidad Promotora de Salud no expida el concepto favorable de rehabilitación, si a ello hubiere lugar, deberá pagar un subsidio equivalente a la respectiva incapacidad temporal después de los ciento ochenta (180) días iníciales con cargo a sus propios recursos, hasta cuando se emita el correspondiente concepto.”
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